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SINTESIS

· Nuestra provincia contribuye a generar el 35 % de la riqueza del país. Sin embargo, el Estado Provincial tiene:

· Un presupuesto injusto con un bajísimo

      nivel de gasto por habitante. 

· Con insuficiente cantidad de trabajadores estatales. 

· Por lo cual, no puede dar respuesta a las necesidades populares con sus políticas públicas; 

· Ni a los justos reclamos salariales de sus trabajadores.

· El Estado Bonaerense tiene un creciente endeudamiento y su principal acreedor es el Estado Nacional. 

· La Provincia carece de políticas que incrementen las fuentes insuficientes de financiamiento. Entre ellas, discutir la coparticipación federal y generar una recaudación propia basada en impuestos progresivos 

· En síntesis, en la provincia que más riqueza genera, el Estado continúa redistribuyéndola a favor de los grandes grupos económicos y no de las necesidades de su pueblo.

INTRODUCCIÓN

Desde la CTA de la Provincia de Buenos Aires hemos presentado en los últimos años diversas propuestas críticas a los presupuestos provinciales, insistiendo en la necesidad de modificar los lineamientos con los que se concibe este instrumento. 

En la visión neoliberal, se pone el acento en la consideración del presupuesto como un mero instrumento contable, donde lo que importa es cerrar las cuentas al final del ejercicio, y donde el Estado debe limitarse a garantizar el funcionamiento de los mercados y la seguridad pública. A esta visión, a lo sumo se le incorporan algunas consideraciones de tipo neodesarrollistas, donde la función del Estado es subsidiar la inversión privada de los grandes grupos económicos, sean estos nacionales o transnacionales. Esta perspectiva supone que el desarrollo económico, por si sólo, derramará en algún momento sobre el conjunto del pueblo, generalizando el bienestar de la población. 

Una visión alternativa, que suscribimos los trabajadores, concibe el rol del Estado como garantizador de derechos, planificador de políticas públicas y regulador del mercado y la iniciativa privada. Desde esta perspectiva, los trabajadores consideramos que el gasto público debe ser suficiente para atender las necesidades sociales, particularmente los sectores más desfavorecidos, con el objetivo de lograr una sociedad más inclusiva e igualitaria. Utilizado al servicio de las necesidades e intereses de los trabajadores y del pueblo, el Estado es una herramienta redistributiva de primer orden, que puede contribuir a terminar con la pobreza y la desocupación, herencia de las políticas que comenzaron a implementarse durante la última Dictadura militar, que se profundizaron en los años ´90, y que no se han modificado en lo sustantivo luego de la crisis del 2001.

Por cierto, esta modificación en las políticas del Estado, centrales para los trabajadores y las grandes mayorías populares, no pueden realizarse sin políticas fiscales activas y un sistema impositivo progresivo orientado a una mayor presión recaudatoria sobre quienes más tienen, aquellos sectores que concentran la riqueza en nuestra “Provincia rica”, que se distribuye tan injustamente. 

Un aspecto que nos preocupa, sobre el que centraremos el análisis en el presente documento
 es que, en los últimos años, el Estado provincial ha entrado en una dinámica que lo lleva a un creciente endeudamiento, producto de un aumento del gasto superior a sus ingresos. En este proceso, reviste importancia la particular relación que se ha dado en los últimos años entre los Estados provinciales y el Estado Nacional (en nuestro caso, con la provincia de Buenos Aires). El Estado Nacional se ha convertido en el principal acreedor de una creciente deuda de las provincias, estimada en alrededor de 80.000 millones de pesos. Una de las claves de esta situación se encuentra en el actual régimen de coparticipación federal de impuestos, y la otra en la renuencia a implementar políticas tributarias progresivas. 

También resulta pertinente tener presente que el Estado bonaerense es un estado “chico” y ausente, si lo consideramos en sus diversas dimensiones relevantes: tanto si lo medimos por el gasto por habitante, como por la relación entre gasto público presupuestado y Producto Bruto Geográfico, o por cantidad de trabajadores estatales con relación a la cantidad de habitantes. Los datos nos permiten desarmar el argumento, repetido una y otra vez por la derecha, frecuentemente tomado por los gobernantes, que la salida para esta situación de crisis es la reducción del gasto público.

Creemos, por el contrario, que hay que mejorar y ampliar la acción del Estado bonaerense, que es un Estado sin la capacidad para atender con todos los recursos necesarios las políticas públicas en Salud, Educación, Justicia, Seguridad Social y Vivienda, entre otros rubros. Está a las claras que estas no son prioridades de los sectores dominantes, por lo cual es obvio que este es un Estado que tampoco responde a las justas demandas saláriales que realizamos sus trabajadores.

Para enfrentar este momento de crisis, ya hemos planteado en anteriores posicionamientos, que es preciso, en lo nacional, ir hacia un NUEVO ACUERDO FEDERAL para, entre otros puntos, discutir integralmente el sistema de Coparticipación Federal de Impuestos y la creación de un Fondo Federal de Salarios. En lo provincial, discutir la deuda pública provincial con Nación y la necesidad de la provincia de atar el cumplimiento de la deuda a la prioridad social de las necesidades de su pueblo; y avanzar en la implementación de una reforma impositiva de carácter fuertemente progresivo.  

Transformaciones de esta magnitud en las políticas del Estado no pueden realizarse sin abrir el debate presupuestario a los actores sociales, económicos y culturales organizados de la comunidad, implementando el presupuesto participativo en la provincia de Buenos Aires, así como también en sus municipios.
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CTA – Buenos Aires

Una provincia Rica

Vivimos en una provincia rica, con una producción agropecuaria e industrial en crecimiento, con exportaciones extraordinarias. 

La provincia de Buenos Aires, cuya población representa el 38 % del total del país, aporta el 35 % del PBI nacional, 233.000 millones de pesos. Buenos Aires es una de las participes fundamentales del boom exportador nacional. El año pasado generó en concepto de exportaciones alrededor de $ 54.000 millones, casi el 40 % del total de las exportaciones nacionales. La provincia participa con un 60 % de la producción nacional de trigo, en bovina y porcina, 38 y 58 % respectivamente. Exportó $ 12.000 millones en soja, generando para las arcas nacionales $ 3.000 millones en retenciones, solo de este cereal. También hubo un crecimiento grande de la manufactura, la construcción, el comercio y las actividades financieras, con expansiones que, como en las ramas automotriz y metalmecánica, superaron el 30 %.  Por cierto, cabría agregar que la riqueza de la Provincia de Buenos Aires no se mide tan sólo por el valor de su producción, sino también por sus recursos naturales, por la cultura y el conocimiento de su pueblo, el desarrollo de sus instituciones dedicadas a la ciencia y la tecnología, etc. 

Con injusta distribución de la riqueza

Es importante señalar, en este punto, que tanto el gobierno nacional como el provincial muestran los índices de crecimiento económico, y a través de ellos pretenden dejar sentado que este proceso de expansión económica sostenida, alcanza al conjunto de la población, y dentro de ellos, en particular a los trabajadores. Pero esta no es la realidad que los trabajadores percibimos en nuestra vida cotidiana. 

Un solo dato nos permite graficar que esto no es así. Mientras la Provincia produce casi 47 millones de toneladas de soja y derivados, tiene alrededor de 4,8 millones de pobres, que representan el 36 % del total de pobres del país. (medición de 2006- IEF-CTA). Una realidad que afecta sobre todo a nuestros pibes y ancianos, que continúan sumidos en la pobreza y en la indigencia. 

Es decir que en la provincia de Buenos Aires, se siguen enriqueciendo los sectores económicos acomodados a costa de un pueblo pobre.

Un Estado sin capacidad de dar respuesta a las necesidades populares 

Frente a esta realidad, el Estado provincial, en vez de plantearse como una instancia de resolución de las necesidades de las mayorías, de redistribución  de ingresos, termina operando a favor de los sectores privilegiados. 

Para que el Estado pueda llevar a adelante políticas de redistribución del ingreso, es preciso modificar su estructura, su alcance, así como la orientación del gasto, pues el Estado provincial no casualmente es un estado pequeño, si medimos la inversión o el gasto que se realiza por habitante, y lo comparamos tanto con las otras provincias de nuestro país, como con otros países. Este es el resultado de un Estado que fue hecho a la medida de los intereses de las clases dominantes, sin la capacidad para atender con todos los recursos necesarios las políticas públicas en Salud, Educación, Justicia, Seguridad Social y Vivienda, entre otros rubros. Y por lo mismo, éste es un Estado que tampoco responde a las justas demandas salariales que realizamos sus trabajadores. Pues la tarea que realizamos día a día, no resulta significativa para sus políticas. Creemos que es central que quede claro que ambas cuestiones están indisolublemente unidas.

El gasto público provincial es pequeño con relación a la actividad económica de la provincia (aproximadamente un 10 %). El año pasado el presupuesto finalmente ejecutado fue de unos 23.000 millones de pesos, y el Producto Bruto de la provincia fue de 233.000 millones de pesos. Es decir, es un Estado de pequeñas dimensiones, que gasta / invierte poco o muy poco si lo medimos por habitante. En un trabajo sobre gasto público por habitante que realizamos el año pasado (2006) quedaba claro que en comparación con otras provincias, la de Buenos Aires es la que menos gasta por habitante, y a la vez, una de las que menos trabajadores estatales tiene con relación a sus habitantes (con casi 30 empleados públicos cada 1.000 habitantes, junto con Córdoba y Santa Fe). 

Los datos nos permiten desarmar el argumento – una y otra vez repetido por los medios de la derecha, pero que también toman los gobiernos -, que la salida para esta situación de crisis es el ajuste en el gasto público, que el Estado está “sobredimensionado”, etc.

Transformar el sistema tributario provincial 

Sobre la base de lo antedicho, una provincia rica pero con un estado “pobre” es decir con un gasto muy bajo por habitante, es el motivo central de las políticas que hemos venido planteando. Políticas que tienen como objeto la necesidad de modificar la carga tributaria en nuestra provincia y en nuestro país. 

Argentina tiene una de las cargas tributarias más bajas de la región, en América Latina, que ronda el 17,3 %, mientras la tasa promedio para la región es de 25,9 %, con picos del 59 % como Cuba o Colombia con el 35,9 %. Pero no sólo esta carga es baja sino que presiona mayormente a la población trabajadora y consumidora (a través del IVA e ingresos brutos), mientras la renta empresarial aporta el menor porcentaje. A la vez los empresarios captan el mayor porcentaje del PBI. Es decir que mientras los grandes empresarios pagan poco, evaden y eluden impuestos, el pueblo paga la mayor parte de los ingresos fiscales.

Impulsar el presupuesto social y participativo

Consideramos central que el Presupuesto se constituya en una herramienta política que fortalezca la participación democrática de los trabajadores y las organizaciones de la comunidad, para incidir en un proceso de planificación económica y social provincial que atienda y resuelva necesidades y derechos de nuestro pueblo. 

Sostenemos que un proceso participativo en la elaboración del presupuesto, junto con un incremento de la recaudación provincial a través de una reforma impositiva provincial de carácter progresivo y la modificación del sistema de coparticipación federal de impuestos, incidirán en forma decisiva en la actividad económica, el crecimiento y la distribución del ingreso.

Un Estado con una creciente crisis de endeudamiento

El Estado provincial no sólo cuenta con una estructura insuficiente para atender las demandas populares sino que su vez soporta un creciente déficit que presiona a la deuda acumulada que tiene la provincia de Buenos Aires. Esta es de alrededor de $ 33.000 millones y representa el 40 % de la deuda consolidada de las provincias. El gobierno nacional se ha convertido en el principal acreedor de la provincia, ya que el 60 % de su deuda es con el gobierno nacional.

Esta dependencia respecto del gobierno nacional se incrementa porque los servicios de la deuda (suma de intereses y amortizaciones) que le paga nuestra Provincia a Nación, tienen una tendencia creciente, que hacen que en el último año nuestra provincia haya afrontado servicios de deuda por $ 2.651 millones. Los pagos a Nación representan más del 70 % del total de pagos del servicio de la                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              deuda. Se estima que en el año 2007 se pagaran en total casi $ 3.900 millones por servicios de deuda. De estos pagos, sólo alrededor del 20 % significan cancelación neta de deuda, con una previsión de que la Provincia deberá continuar contrayendo más deuda, lo que a su vez le generará más déficit.

Hay un déficit creciente de la provincia, que comenzó a partir del año 2006. Asimismo, para este año se prevé que las cuentas de la Provincia arrojen un resultado financiero  negativo de $ 1.600 millones (diferencia entre ingresos totales y gastos totales). 

Resulta significativo el hecho que este déficit en valores sea casi igual al pago por servicios de la deuda de la Provincia con Nación. Deuda que como ya lo señalamos, siempre condicionara al déficit. Pero la comparación deja de ser paradójica, cuando lo que comparamos es el déficit y los servicios de la deuda, con lo que la Provincia le aporta a la “bonanza nacional” en retención a las exportaciones. Porque esta deuda, producto de políticas que presionan al déficit, cuyas consecuencias padece el pueblo, en valores no es más que la mitad del ingreso que recibe Nación por las retenciones a las exportaciones de la Provincia de Buenos Aires, solamente de la soja, que son aproximadamente $ 3.000 millones, como ya se señaló. Pero sobre las cuales la provincia no recibe un peso de coparticipación. 

Por eso denunciamos que el gobierno nacional y el gobierno provincial mantienen un mecanismo perverso, de creciente endeudamiento que funciona como  condicionamiento de las políticas publicas, legitimado en el actual régimen de coparticipación federal de impuestos y en el mecanismo de “ayuda financiera” implementado. 

La co-responsabilidad del Estado Nacional

Finalmente, hay que señalar que también hay una co-responsabilidad del Estado Nacional en el sostenimiento de estas políticas, que llevan al endeudamiento y a la crisis fiscal, por lo cual también debe aportar a la solución de ésta, modificando la orientación de las políticas desarrolladas hasta hoy. 

¿Cómo explicar esta situación? En cualquier explicación debe primar la consideración de las decisiones políticas tomadas por nuestros gobernantes, tanto en la orbita nacional como provincial. 

En esta puja de poder y concentración de finanzas públicas el rol de estos actores es fundamental, ya que la tendencia a la concentración de fondos y el anclaje financiero (a partir de la Ley de Responsabilidad fiscal-2005) por parte del gobierno nacional se sostiene, entre otros elementos,  en la ausencia de un posicionamiento claro del gobierno provincial, no solo del ejecutivo, sino también de los representantes del pueblo bonaerense, del legislativo.

El gobierno nacional muestra el incremento en la recaudación como el gran motor del repunte económico de su gestión. Ese ascenso en materia fiscal tiene dos pilares fundamentales que son las retenciones a las exportaciones y el impuesto al cheque, dos tributos que casi no coparticipa con las provincias. Por ello, la participación de los fondos que recibe la provincia, del total de la recaudación nacional (con los tributos que no coparticipa), viene disminuyendo y la provincia pierde de recibir casi $ 4.500 millones anuales. Sería un error a esta altura,  entender lo que venimos planteando como una lucha de provincias contra provincias, porque esta acumulación de poder económico por parte de la Nación es padecida por todas las provincias.

El otro factor que contribuye al retraso de los fondos coparticipables lo constituye el tope que tiene la Provincia en la coparticipación del Impuesto a las Ganancias. El que históricamente era el Fondo del Conurbano bonaerense fue reemplazado por una suma fija, independiente del nivel de recaudación de ese impuesto (ganancias), lo que provoca que ante una recaudación mayor, como viene sucediendo en los últimos años, nuestra Provincia no participe de la misma.

En esto el Gobierno Provincial debe asumir la responsabilidad de no haber actuado con firmeza ante el gobierno nacional, para solucionar esta grave situación que muestra a la Provincia de Buenos Aires con un altísimo grado de dependencia de los recursos que vienen de nación, y un bajo nivel de autonomía fiscal, ya que solo se autofinancia con recursos propios en un 48 % de sus ingresos. La provincia de Buenos Aires tiene la capacidad para aumentar su autonomía financiera. 

Es decir que tenemos, hasta aquí, dos cuentas pendientes del Gobierno Provincial: por un lado defender y discutir una nueva coparticipación federal de impuestos y por el otro lado avanzar en una reforma tributaria en la provincia, la cual debe sentar la mayor presión tributaria hacia los sectores de mayores ingresos, gravando fuertemente la renta, discutiendo a la renta en su estructura y composición, gravando la herencia, revisando el régimen de exenciones, así como las transferencias al capital privado y a los sectores mas acomodados.

Los trabajadores no aceptamos ser la variable de ajuste de esta crisis de las cuentas públicas. 

Al analizar estas cuestiones, entendemos que la disputa por el presupuesto pone en juego las relaciones de fuerzas sociales en pugna, quienes ganan y pierden en correspondencia a las prioridades políticas del gobierno es decir hacia los grandes grupos empresarios o para los trabajadores y el conjunto de los sectores populares, los que intentamos orientar esa herramienta distributiva hacia los sectores más postergados. Se refleja además, en la dinámica de las cuentas fiscales y el nivel de gastos, una realidad: que en la puja entre la Nación y las provincias, se intenta que la variable de ajuste seamos los trabajadores, lo cual es inaceptable. 

El Gobierno Nacional, apoyado en la mayor recaudación, a la que contribuyen las provincias, con el poder que le otorga una mayor masa de fondos, ya que las provincias tienen una menor masa coparticipable, encara decisiones discrecionales en su gasto que no sólo no contribuyen a la autonomía de las provincias, sino que, no direccionan ese crecimiento económico hacia los sectores populares. Más allá del discurso público, en la realidad vemos que se continúa una política de achicamiento del Estado, en las medidas concretas, que muestran a un Estado (tanto el Nacional como el Provincial) sin los trabajadores necesarios para cumplir su función. 

A diferencia de lo que argumentan los sectores que continúan pugnando por las políticas aplicadas en los ´90, pro-achicamiento del Estado, que insisten en el supuesto “sobredimensionamiento del Estado”, nuestro país figura entre aquellos que menos empleados públicos tienen con respecto a su población, con un índice de 4,9 %, mientras que un país como Suecia tiene un 16,31 %,  Dinamarca 12,53 %, Australia 10,97 %, y Estados Unidos 8,07 %.  

El gobierno – en el marco de un esquema inequitativo de distribución del ingreso -,  insiste en profundizar un modelo de estructuras salariales dispares y desiguales entre sus trabajadores, dentro del mismo Estado Provincial, situación que  se profundiza mas aún dentro en los trabajadores municipales, sin debatir el reclamo y el proyecto que tenemos los trabajadores de construir escalafones únicos en todo el territorio nacional con el objetivo de defender el principio de igual remuneración, igual tarea.

En cada reclamo que los trabajadores hacen en sus luchas, por un justo salario y por no seguir siendo la variable de ajuste de la crisis, encuentran en el discurso del gobierno dichos tales como que "no tienen recursos y que las demandas de los trabajadores le generan déficit". 

Frente a este discurso, decimos y denunciamos que eso es una "trampa", por que ni el gobierno nacional ni el provincial toman medidas para romper con esa lógica, de Provincia Rica-Estado Pobre, Provincia Rica-Estado endeudado, Provincia Rica- Pueblo pobre, pues resulta más fácil como discurso de cara a la sociedad, echar culpas sobre los trabajadores que asumir las responsabilidades de mantener esta situación.

Las medidas para salir de esta situación ya las hemos enunciado a lo largo del trabajo, y tienen que ver con un conjunto de pautas y criterios que conducen a la “necesidad urgente de transitar un NUEVO ACUERDO FEDERAL” para, entre otros temas, poder:

· Discutir integralmente el sistema de Coparticipación Federal de Impuestos.

· Exigir nuevos aportes de Nación hasta tanto se acuerde una  correspondencia fiscal justa entre los aportes que nuestra Provincia hace al ingreso nacional y la consecuente contrapartida en los fondos que Nación coparticipa. 

· Crear un Fondo Federal de Salarios,

· Implementar Políticas sociales nacionales de carácter universal.

· Discutir la deuda pública provincial con Nación y la necesidad de la Provincia de condicionar el cumplimiento del pago de la misma a las necesidades sociales del pueblo de la Provincia de Buenos Aires. 

· Avanzar en la implementación de una reforma impositiva de carácter fuertemente progresivo que termine con la lógica fiscal actual, construida en función de las obligaciones de la deuda que viene sostenida en la disminución del gasto social y el esfuerzo tributario de la población consumidora y trabajadora.

· Ir a una discusión social y participativa de los presupuestos nacional, provincial y municipal, donde se expongan al debate público “previsiones reales” de crecimiento económico como así también de gastos, compromisos de pago y refinanciaciones de la deuda provincial, poniendo en tela de juicio el argumento de “ prudencia” aludido por los gobernantes en algunos rubros de los presupuestos. Estos lo único que muestran es una subestimación de recursos a fin de ocultar recursos públicos y, en cuanto a los gastos, dejar algunos rubros abiertos a discusiones posteriores entre gobiernos. En ambos casos, lo que tratan de evitar es un debate abierto y democrático, con todos los actores sociales, de cómo distribuyen la riqueza de todos entre unos pocos.

La Plata, 18 de septiembre de 2007.
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� El presente documento constituye parte de un trabajo más amplio que, en torno al presupuesto, a la evolución del gasto público, de los salarios en la provincia, de la relación entre el Estado nacional, el provincial y los municipales, así como sobre la necesaria reforma fiscal, estamos elaborando desde el Instituto de Estudios y Formación de la CTA provincia de Buenos Aires


� Datos oficiales. Consultar la página del Ministerio de Economía provincial, http://fincred.ec.gba.gov.ar/





PAGE  
1
_______________________________________________________________________________

Instituto de Estudios y Formación – CTA – Provincia de Buenos Aires

Av. 1 Nº 1419 e/ 61 y 62 – La Plata – Tel. (0221) 424-2243 / 424-4177

www.ctabsas.org.ar – instituto@buenosaires.cta.org.ar 

